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Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el 

texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores 

[Texto consolidado] 

Proyecto de Ley por la que se modifican el texto refundido de la Ley del 

Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 

2/2015, de 23 de octubre, en materia de extinción del contrato de trabajo por 

incapacidad permanente de las personas trabajadoras, y el texto refundido 

de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, en materia de incapacidad permanente 

[modificación]1 

TÍTULO I 

De la relación individual de trabajo 

CAPÍTULO III 

Modificación, suspensión y extinción del contrato de trabajo 

Sección 4.ª Extinción del contrato 

 

Artículo 49. Extinción del contrato. 

 

1. El contrato de trabajo se extinguirá: 

a) Por mutuo acuerdo de las partes. 

 

Artículo 49. Extinción del contrato. 

 

1. El contrato de trabajo se extinguirá: 

a) Por mutuo acuerdo de las partes. 

 
1  Se resalta en la columna de la izquierda, en color rojo, lo que se suprime y en la de la derecha, en color azul, las modificaciones y adiciones propuestas en el Proyecto de Ley.  

https://www.boe.es/eli/es/rdlg/2015/10/23/2/con
https://www.boe.es/eli/es/rdlg/2015/10/23/2/con
https://www.boe.es/eli/es/rd/2012/11/02/1506/con
https://www.boe.es/eli/es/rd/2012/11/02/1506/con
https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/BOCG/A/BOCG-15-A-33-1.PDF


b) Por las causas consignadas válidamente en el contrato salvo que las mismas 

constituyan abuso de derecho manifiesto por parte del empresario. 

c) Por expiración del tiempo convenido. A la finalización del contrato, 

excepto en los contratos formativos y el contrato de duración determinada por 

causa de sustitución, la persona trabajadora tendrá derecho a recibir una 

indemnización de cuantía equivalente a la parte proporcional de la cantidad que 

resultaría de abonar doce días de salario por cada año de servicio, o la establecida, 

en su caso, en la normativa específica que sea de aplicación. 

Los contratos de duración determinada que tengan establecido plazo máximo 

de duración, incluidos los contratos formativos, concertados por una duración 

inferior a la máxima legalmente establecida, se entenderán prorrogados 

automáticamente hasta dicho plazo cuando no medie denuncia o prórroga expresa 

y el trabajador continúe prestando servicios. 

Expirada dicha duración máxima, si no hubiera denuncia y se continuara en 

la prestación laboral, el contrato se considerará prorrogado tácitamente por tiempo 

indefinido, salvo prueba en contrario que acredite la naturaleza temporal de la 

prestación. 

Si el contrato de trabajo de duración determinada es superior a un año, la parte 

del contrato que formule la denuncia está obligada a notificar a la otra la 

terminación del mismo con una antelación mínima de quince días. 

d) Por dimisión del trabajador, debiendo mediar el preaviso que señalen los 

convenios colectivos o la costumbre del lugar. 

e) Por muerte, gran invalidez o incapacidad permanente total o absoluta del 

trabajador, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 48.2. 

f) Por jubilación del trabajador. 

g) Por muerte, jubilación en los casos previstos en el régimen correspondiente 

de la Seguridad Social, o incapacidad del empresario, sin perjuicio de lo dispuesto 

en el artículo 44, o por extinción de la personalidad jurídica del contratante. 

b) Por las causas consignadas válidamente en el contrato salvo que las mismas 

constituyan abuso de derecho manifiesto por parte del empresario. 

c) Por expiración del tiempo convenido. A la finalización del contrato, excepto 

en los contratos formativos y el contrato de duración determinada por causa de 

sustitución, la persona trabajadora tendrá derecho a recibir una indemnización de 

cuantía equivalente a la parte proporcional de la cantidad que resultaría de abonar 

doce días de salario por cada año de servicio, o la establecida, en su caso, en la 

normativa específica que sea de aplicación. 

Los contratos de duración determinada que tengan establecido plazo máximo 

de duración, incluidos los contratos formativos, concertados por una duración 

inferior a la máxima legalmente establecida, se entenderán prorrogados 

automáticamente hasta dicho plazo cuando no medie denuncia o prórroga expresa 

y el trabajador continúe prestando servicios. 

Expirada dicha duración máxima, si no hubiera denuncia y se continuara en la 

prestación laboral, el contrato se considerará prorrogado tácitamente por tiempo 

indefinido, salvo prueba en contrario que acredite la naturaleza temporal de la 

prestación. 

Si el contrato de trabajo de duración determinada es superior a un año, la parte 

del contrato que formule la denuncia está obligada a notificar a la otra la 

terminación del mismo con una antelación mínima de quince días. 

d) Por dimisión del trabajador, debiendo mediar el preaviso que señalen los 

convenios colectivos o la costumbre del lugar. 

e) Por muerte de la persona trabajadora. 

f) Por jubilación del trabajador. 

g) Por muerte, jubilación en los casos previstos en el régimen correspondiente 

de la Seguridad Social, o incapacidad del empresario, sin perjuicio de lo dispuesto 

en el artículo 44, o por extinción de la personalidad jurídica del contratante. 

 



En los casos de muerte, jubilación o incapacidad del empresario, el trabajador 

tendrá derecho al abono de una cantidad equivalente a un mes de salario. 

En los casos de extinción de la personalidad jurídica del contratante deberán 

seguirse los trámites del artículo 51. 

h) Por fuerza mayor que imposibilite definitivamente la prestación de trabajo, 

siempre que su existencia haya sido debidamente constatada conforme a lo 

dispuesto en el artículo 51.7. 

i) Por despido colectivo fundado en causas económicas, técnicas, 

organizativas o de producción. 

j) Por voluntad del trabajador, fundamentada en un incumplimiento 

contractual del empresario. 

k) Por despido del trabajador. 

l) Por causas objetivas legalmente procedentes. 

m) Por decisión de la persona trabajadora que se vea obligada a abandonar 

definitivamente su puesto de trabajo como consecuencia de ser víctima de 

violencia de género. 

 

 

 

 

 

 

 

 

En los casos de muerte, jubilación o incapacidad del empresario, el trabajador 

tendrá derecho al abono de una cantidad equivalente a un mes de salario. 

En los casos de extinción de la personalidad jurídica del contratante deberán 

seguirse los trámites del artículo 51. 

h) Por fuerza mayor que imposibilite definitivamente la prestación de trabajo, 

siempre que su existencia haya sido debidamente constatada conforme a lo 

dispuesto en el artículo 51.7. 

i) Por despido colectivo fundado en causas económicas, técnicas, organizativas 

o de producción. 

j) Por voluntad del trabajador, fundamentada en un incumplimiento contractual 

del empresario. 

k) Por despido del trabajador. 

l) Por causas objetivas legalmente procedentes. 

m) Por decisión de la persona trabajadora que se vea obligada a abandonar 

definitivamente su puesto de trabajo como consecuencia de ser víctima de violencia 

de género. 

n) Por declaración de incapacidad permanente absoluta o total de la persona 

trabajadora o reconocimiento del complemento de asistencia de tercera persona sin 

perjuicio de lo dispuesto en el artículo 48.2, cuando no sea posible realizarlos 

ajustes razonables o el cambio a un puesto de trabajo vacante y disponible acorde 

con el perfil profesional y compatible con la nueva situación de la persona 

trabajadora, por constituir una carga excesiva para la empresa. 

Para determinar si la carga es excesiva para la empresa se tendrá en cuenta si 

puede ser paliada en grado suficiente mediante medidas, ayudas o subvenciones 

públicas para personas con discapacidad, así como los costes que la adaptación 

implique, en relación con el salario medio, el tamaño y el volumen de negocios de 

la empresa. 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

2. El empresario, con ocasión de la extinción del contrato, al comunicar a los 

trabajadores la denuncia, o, en su caso, el preaviso de la extinción del mismo, 

deberá acompañar una propuesta del documento de liquidación de las cantidades 

adeudadas. 

El trabajador podrá solicitar la presencia de un representante legal de los 

trabajadores en el momento de proceder a la firma del recibo del finiquito, 

haciéndose constar en el mismo el hecho de su firma en presencia de un 

representante legal de los trabajadores, o bien que el trabajador no ha hecho uso 

de esta posibilidad. Si el empresario impidiese la presencia del representante en el 

momento de la firma, el trabajador podrá hacerlo constar en el propio recibo, a los 

efectos oportunos. 

La persona trabajadora dispondrá de un plazo de diez días naturales desde la 

fecha de notificación de la resolución en la que se califique la incapacidad 

permanente en alguno de los grados citados en el párrafo anterior para manifestar 

por escrito a la empresa su voluntad de mantener la relación laboral. 

La empresa dispondrá de un plazo máximo de tres meses, contados desde la 

fecha de notificación de la resolución en la que se califique la incapacidad 

permanente, para realizar los ajustes razonables, el cambio de puesto de trabajo o, 

cuando ambas opciones resulten una carga excesiva, para proceder a la extinción 

del contrato. La decisión será motivada y deberá comunicarse por escrito a la 

persona trabajadora. 

Los servicios de prevención determinará, de conformidad con lo establecido 

en la normativa sobre prevención de riesgos laborales y con la participación de la 

representación de las personas trabajadoras en materia de prevención de riesgos 

laborales, el alcance y las características de las medidas de ajuste, incluidas las 

relativas a la formación, información y vigilancia de la salud de la persona 

trabajadora, e identificarán los puestos de trabajo compatibles con la nueva 

situación de la persona trabajadora. 

2. El empresario, con ocasión de la extinción del contrato, al comunicar a los 

trabajadores la denuncia, o, en su caso, el preaviso de la extinción del mismo, 

deberá acompañar una propuesta del documento de liquidación de las cantidades 

adeudadas. 

El trabajador podrá solicitar la presencia de un representante legal de los trabajadores 

en el momento de proceder a la firma del recibo del finiquito, haciéndose constar en 

el mismo el hecho de su firma en presencia de un representante legal de los 

trabajadores, o bien que el trabajador no ha hecho uso de esta posibilidad. Si el 

empresario impidiese la presencia del representante en el momento de la firma, el 

trabajador podrá hacerlo constar en el propio recibo, a los efectos oportunos. 

 



Las referencias contenidas en el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores relativas a la «gran invalidez» se sustituyen por «complemento de 

asistencia de tercera persona»2. 

 
2 Proyecto de Ley por la que se modifican el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, en materia de extinción del contrato 

de trabajo por incapacidad permanente de las personas trabajadoras, y el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, en materia de 

incapacidad permanente, Disposición adicional única. Adaptación terminológica. 
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Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 

texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social 

[Texto consolidado] 

Proyecto de Ley por la que se modifican el texto refundido de la Ley del 

Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 

2/2015, de 23 de octubre, en materia de extinción del contrato de trabajo por 

incapacidad permanente de las personas trabajadoras, y el texto refundido 

de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, en materia de incapacidad permanente 

[modificación]1 

TÍTULO II 

Régimen General de la Seguridad Social 

CAPÍTULO V 

Incapacidad temporal 

 

Artículo 174. Extinción del derecho al subsidio. 

 

1. El derecho al subsidio se extinguirá por el transcurso del plazo máximo de 

quinientos cuarenta y cinco días naturales desde la baja médica; por alta médica 

por curación o mejoría que permita al trabajador realizar su trabajo habitual; por 

ser dado de alta el trabajador con o sin declaración de incapacidad permanente; 

por el reconocimiento de la pensión de jubilación; por la incomparecencia 

 

Artículo 174. Extinción del derecho al subsidio. 

 

1. El derecho al subsidio se extinguirá por el transcurso del plazo máximo de 

quinientos cuarenta y cinco días naturales desde la baja médica; por alta médica por 

curación o mejoría que permita al trabajador realizar su trabajo habitual; por ser 

dado de alta el trabajador con o sin declaración de incapacidad permanente; por el 

reconocimiento de la pensión de jubilación; por la incomparecencia injustificada a 

 
1  Se resalta en la columna de la izquierda, en color rojo, lo que se suprime y en la de la derecha, en color azul, las modificaciones y adiciones propuestas en el Proyecto de Ley.  

https://www.boe.es/eli/es/rdlg/2015/10/30/8/con
https://www.boe.es/eli/es/rdlg/2015/10/30/8/con
https://www.boe.es/eli/es/rd/2012/11/02/1506/con
https://www.boe.es/eli/es/rd/2012/11/02/1506/con
https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/BOCG/A/BOCG-15-A-33-1.PDF


injustificada a cualquiera de las convocatorias para los exámenes y 

reconocimientos establecidos por la inspección médica del Instituto Nacional de 

la Seguridad Social o por los médicos de la mutua colaboradora con la Seguridad 

Social; o por fallecimiento. 

A efectos de determinar la duración del subsidio, se computarán los períodos 

de recaída en un mismo proceso. 

Cuando, iniciado un expediente de incapacidad permanente antes de que 

hubieran transcurrido los quinientos cuarenta y cinco días naturales de duración 

del subsidio de incapacidad temporal, se denegara el derecho a la prestación de 

incapacidad permanente, el Instituto Nacional de la Seguridad Social, a través de 

su inspección médica, será el único competente para emitir, dentro de los ciento 

ochenta días naturales posteriores a la resolución denegatoria, una nueva baja 

médica por la misma o similar patología. En estos casos se reanudará el proceso 

de incapacidad temporal hasta el cumplimiento de los quinientos cuarenta y cinco 

días, como máximo. 

2. Cuando el derecho al subsidio se extinga por el transcurso del período de 

quinientos cuarenta y cinco días naturales fijado en el apartado anterior, se 

examinará necesariamente, en el plazo máximo de noventa días naturales, el estado 

del incapacitado a efectos de su calificación, en el grado de incapacidad 

permanente que corresponda. 

No obstante, en aquellos casos en los que, continuando la necesidad de 

tratamiento médico por la expectativa de recuperación o la mejora del estado del 

trabajador, con vistas a su reincorporación laboral, la situación clínica del 

interesado hiciera aconsejable demorar la citada calificación, esta podrá retrasarse 

por el período preciso, sin que en ningún caso se puedan rebasar los setecientos 

treinta días naturales sumados los de incapacidad temporal y los de prolongación 

de sus efectos. 

Durante los períodos previstos en este apartado, de noventa días y de demora 

de la calificación, no subsistirá la obligación de cotizar. 

3. Extinguido el derecho a la prestación de incapacidad temporal por el 

transcurso del plazo de quinientos cuarenta y cinco días naturales de duración, con 

o sin declaración de incapacidad permanente, solo podrá generarse un nuevo 

cualquiera de las convocatorias para los exámenes y reconocimientos establecidos 

por la inspección médica del Instituto Nacional de la Seguridad Social o por los 

médicos de la mutua colaboradora con la Seguridad Social; o por fallecimiento. 

A efectos de determinar la duración del subsidio, se computarán los períodos 

de recaída en un mismo proceso. 

Cuando, iniciado un expediente de incapacidad permanente antes de que 

hubieran transcurrido los quinientos cuarenta y cinco días naturales de duración del 

subsidio de incapacidad temporal, se denegara el derecho a la prestación de 

incapacidad permanente, el Instituto Nacional de la Seguridad Social, a través de 

su inspección médica, será el único competente para emitir, dentro de los ciento 

ochenta días naturales posteriores a la resolución denegatoria, una nueva baja 

médica por la misma o similar patología. En estos casos se reanudará el proceso de 

incapacidad temporal hasta el cumplimiento de los quinientos cuarenta y cinco días, 

como máximo. 

2. Cuando el derecho al subsidio se extinga por el transcurso del período de 

quinientos cuarenta y cinco días naturales fijado en el apartado anterior, se 

examinará necesariamente, en el plazo máximo de noventa días naturales, el estado 

del incapacitado a efectos de su calificación, en el grado de incapacidad permanente 

que corresponda. 

No obstante, en aquellos casos en los que, continuando la necesidad de 

tratamiento médico por la expectativa de recuperación o la mejora del estado del 

trabajador, con vistas a su reincorporación laboral, la situación clínica del 

interesado hiciera aconsejable demorar la citada calificación, esta podrá retrasarse 

por el período preciso, sin que en ningún caso se puedan rebasar los setecientos 

treinta días naturales sumados los de incapacidad temporal y los de prolongación 

de sus efectos. 

Durante los períodos previstos en este apartado, de noventa días y de demora 

de la calificación, no subsistirá la obligación de cotizar. 

3. Extinguido el derecho a la prestación de incapacidad temporal por el 

transcurso del plazo de quinientos cuarenta y cinco días naturales de duración, con 

o sin declaración de incapacidad permanente, solo podrá generarse un nuevo 

derecho a la prestación de incapacidad temporal por la misma o similar patología, 



derecho a la prestación de incapacidad temporal por la misma o similar patología, 

si media un período superior a ciento ochenta días naturales, a contar desde la 

resolución de la incapacidad permanente. 

Este nuevo derecho se causará siempre que el trabajador reúna, en la fecha de 

la nueva baja médica, los requisitos exigidos para ser beneficiario del subsidio de 

incapacidad temporal derivado de enfermedad común o profesional, o de 

accidente, sea o no de trabajo. A estos efectos, para acreditar el período de 

cotización necesario para acceder al subsidio de incapacidad temporal derivada de 

enfermedad común, se computarán exclusivamente las cotizaciones efectuadas a 

partir de la resolución de la incapacidad permanente. 

No obstante, aun cuando se trate de la misma o similar patología y no hubiesen 

transcurrido ciento ochenta días naturales desde la denegación de la incapacidad 

permanente, podrá iniciarse un nuevo proceso de incapacidad temporal, por una 

sola vez, cuando el Instituto Nacional de la Seguridad Social, a través de los 

órganos competentes para evaluar, calificar y revisar la situación de incapacidad 

permanente del trabajador, considere que el trabajador puede recuperar su 

capacidad laboral. Para ello, el Instituto Nacional de la Seguridad Social acordará 

la baja a los exclusivos efectos de la prestación económica por incapacidad 

temporal. 

4. El alta médica con propuesta de incapacidad permanente, cualquiera que 

sea el momento en el que sea expedida, extinguirá la situación de incapacidad 

temporal. 

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, cuando la 

extinción se produjera por alta médica con propuesta de incapacidad permanente, 

o por el transcurso de los quinientos cuarenta y cinco días naturales, el trabajador 

estará en la situación de prolongación de efectos económicos de la incapacidad 

temporal hasta que se notifique la resolución en la que se califique la incapacidad 

permanente. 

En los supuestos a los que se refiere el párrafo anterior, cuando se reconozca 

la prestación de incapacidad permanente, sus efectos coincidirán con la fecha de 

la resolución de la entidad gestora por la que se reconozca, salvo que la misma sea 

superior a la que venía percibiendo el trabajador en concepto de prolongación de 

si media un período superior a ciento ochenta días naturales, a contar desde la 

resolución de la incapacidad permanente. 

Este nuevo derecho se causará siempre que el trabajador reúna, en la fecha de 

la nueva baja médica, los requisitos exigidos para ser beneficiario del subsidio de 

incapacidad temporal derivado de enfermedad común o profesional, o de accidente, 

sea o no de trabajo. A estos efectos, para acreditar el período de cotización 

necesario para acceder al subsidio de incapacidad temporal derivada de enfermedad 

común, se computarán exclusivamente las cotizaciones efectuadas a partir de la 

resolución de la incapacidad permanente. 

No obstante, aun cuando se trate de la misma o similar patología y no hubiesen 

transcurrido ciento ochenta días naturales desde la denegación de la incapacidad 

permanente, podrá iniciarse un nuevo proceso de incapacidad temporal, por una 

sola vez, cuando el Instituto Nacional de la Seguridad Social, a través de los 

órganos competentes para evaluar, calificar y revisar la situación de incapacidad 

permanente del trabajador, considere que el trabajador puede recuperar su 

capacidad laboral. Para ello, el Instituto Nacional de la Seguridad Social acordará 

la baja a los exclusivos efectos de la prestación económica por incapacidad 

temporal. 

4. El alta médica con propuesta de incapacidad permanente, cualquiera que sea 

el momento en el que sea expedida, extinguirá la situación de incapacidad temporal. 

 

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, cuando la extinción 

se produjera por alta médica con propuesta de incapacidad permanente, o por el 

transcurso de los quinientos cuarenta y cinco días naturales, el trabajador estará en 

la situación de prolongación de efectos económicos de la incapacidad temporal 

hasta que se notifique la resolución en la que se califique la incapacidad 

permanente. 

En los supuestos a los que se refiere el párrafo anterior, cuando se reconozca 

la prestación de incapacidad permanente y esta determine la extinción de la relación 

laboral, de acuerdo con lo previsto en el artículo 49.1.n) o su suspensión con reserva 

del puesto de trabajo conforme al artículo 48.2, ambos del texto refundido de la Ley 

del Estatuto de los Trabajadores, los efectos de la prestación de incapacidad 



los efectos de la incapacidad temporal, en cuyo caso se retrotraerán aquellos 

efectos al día siguiente al de extinción de la incapacidad temporal. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

En caso de extinción de la incapacidad temporal anterior al agotamiento de 

los quinientos cuarenta y cinco días naturales de duración de la misma sin que 

exista ulterior declaración de incapacidad permanente, subsistirá la obligación de 

cotizar mientras no se extinga la relación laboral o hasta la extinción del citado 

permanente coincidirán con la fecha de la resolución de la entidad gestora por la 

que se reconozca, salvo que la misma sea superior a la que venía percibiendo el 

trabajador en concepto de prolongación de los efectos de la incapacidad temporal, 

en cuyo caso se retrotraerán aquellos efectos al día siguiente al de extinción de la 

incapacidad temporal. 

En aquellos casos en los que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 

49.1.n) del texto refundido del Estatuto de los Trabajadores, la declaración de 

incapacidad permanente en los grados de total, absoluta o complemento de 

asistencia de terceras personas no determine la extinción de la relación laboral, por 

llevar a cabo la empresa la adaptación razonable, necesaria y adecuada del puesto 

de trabajo a la nueva situación de incapacidad declarada o por haber destinado a 

otro puesto a la persona trabajadora, los efectos económicos de la incapacidad 

temporal se mantendrán durante el período transcurrido entre la fecha de 

notificación de la resolución en la que se califique la incapacidad permanente y la 

de reanudación de la prestación de servicios para la empresa, con un máximo de 

tres meses.  

En los supuestos a los que se refiere el párrafo anterior, los efectos económicos 

de la prestación de incapacidad permanente quedarán suspendidos en tanto se 

mantenga el desempeño del mismo puesto de trabajo con adaptaciones, u otro que 

resulte incompatible con la percepción de la pensión que corresponda, de acuerdo 

con el artículo 198. Si no llegara a producirse la citada adaptación del puesto de 

trabajo ni la recolocación en otro puesto incompatible con la percepción, se iniciará 

el pago de la pensión de incapacidad permanente a partir de la fecha en que se 

solicite, siempre que sea dentro de los tres meses siguientes a la fecha en la que la 

empresa comunique la imposibilidad de adaptación o recolocación. En caso 

contrario, la pensión tendrá una retroactividad máxima de tres meses, a contar desde 

la solicitud. En estos dos últimos casos, la prolongación de los efectos económicos 

de la incapacidad temporal se mantendrá hasta la fecha de efectos de la incapacidad 

permanente, con el límite máximo de tres meses desde la notificación de la 

resolución en la que se hubiera calificado la misma.  

En caso de extinción de la incapacidad temporal anterior al agotamiento de los 

quinientos cuarenta y cinco días naturales de duración de la misma sin que exista 

ulterior declaración de incapacidad permanente, subsistirá la obligación de cotizar 

mientras no se extinga la relación laboral o hasta la extinción del citado plazo de 



plazo de quinientos cuarenta y cinco días naturales, de producirse con 

posterioridad dicha declaración de inexistencia de incapacidad permanente. 

 

quinientos cuarenta y cinco días naturales, de producirse con posterioridad dicha 

declaración de inexistencia de incapacidad permanente. 

 
Las referencias contenidas en el texto refundido de la Ley General de la Seguridad a la «gran invalidez» se sustituyen por «complemento de asistencia de tercera 

persona». De igual manera, las referencias a la «invalidez no contributiva» en el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, se sustituyen por «incapacidad 

no contributiva»»2. 

 
2 Proyecto de Ley por la que se modifican el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, en materia de extinción del contrato 

de trabajo por incapacidad permanente de las personas trabajadoras, y el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, en materia de 

incapacidad permanente, Disposición adicional única. Adaptación terminológica. 


